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Resumen 

Los modelos de reforma policial democrática dominan los debates sobre la reforma policial en 

contextos no occidentales. Investigadores y profesionales suelen atribuir las deficiencias de la 

reforma a deficiencias de personal e institucionales dentro de las organizaciones policiales, la 

debilidad de las instituciones externas formales de control y rendición de cuentas, la falta de 

inclusión o adaptación a formas híbridas de gobernanza, o la incapacidad de abordar la injusticia 

social de forma más amplia. Basándose en el análisis de la transformación política y policial en 

Georgia, Kirguistán y Rusia, este documento sugiere que la baja capacidad estatal y las políticas 

autoritarias y neopatrimoniales representan obstáculos más importantes para la reforma policial 

democrática (RPD). En los estados con baja capacidad, la remuneración policial es insuficiente y el 

control burocrático es débil. Las reformas formales tienen poca influencia sobre la policía, que se 

ve influenciada por el crimen organizado y líderes policiales y políticos corruptos. Las élites 
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autoritarias y neopatrimoniales a menudo obstaculizan las iniciativas de reforma que socavan sus 

intereses políticos y económicos. Por lo tanto, es improbable que se logre una RPD plena sin 

aumentar la capacidad estatal, y la voluntad y capacidad de la élite política para democratizar el 

control de la policía. Sin embargo, contrario a que la democratización sea clave para el éxito de la 

reforma, la relación entre el tipo de régimen y los resultados de la reforma es más matizada. La 

reforma parcial es posible cuando un régimen parcialmente autoritario o neopatrimonial tiene la 

capacidad de mejorar la eficacia policial y reprimir la corrupción, y da prioridad a estos aspectos. 

 

Palabras clave 

Reforma policial democrática; policía del Sur Global; asistencia policial internacional; reforma  

policial; reforma del sector de la seguridad; policía de la ex Unión Soviética; corrupción policial 

 

Manuscrito 

 
A pesar de los miles de millones de dólares invertidos en la reforma policial democrática 

(RPD) en contextos no occidentales
1

, muchas iniciativas no logran aliviar los problemas 

policiales, como la violencia excesiva, la corrupción y la represión policial. Los donantes 

internacionales promueven la RPD como medio para abordar estos problemas
2

 mediante la 

reforma de las instituciones políticas y jurídicas formales que controlan a la policía y le exigen 

rendición de cuentas, así como las organizaciones policiales mediante cambios en el personal 

y en las políticas internas (Bayley 2005, Peacock 2021). Las principales críticas sostienen que 

la RPD fracasa porque es fragmentada y se centra en las organizaciones y la capacitación 

policial
3

, carece de adaptación a formas híbridas de gobernanza, o a su inclusión en estas
4

, y es 

un medio para que los donantes impongan formas neoliberales de gobernanza
5

. Este 

documento argumenta que la RPD a menudo fracasa debido a dos causas más inmediatas: la 

baja capacidad del Estado y el predominio de políticas autoritarias o neopatrimoniales. Cuando 

existe una baja capacidad estatal y un Estado paga inadecuadamente a sus policías y políticos 

corruptos, se resisten a la RPD porque perjudica las ganancias económicas obtenidas mediante la 

corrupción y la participación policial en el crimen organizado. Donde predominan el autoritarismo 

y el neopatrimonialismo, los líderes se resisten a la RPD, cuyo objetivo es distribuir el poder policial, 

porque dependen de ella para mantener su posición política y económica. 

 

Sin embargo, la relación entre el tipo de régimen y los resultados de las reformas presenta matices. 

Este trabajo compara la transformación policial y política en Georgia, Kirguistán y Rusia entre 1990 

y el 2012. En los tres casos, la escasa capacidad del Estado impulsó la corrupción policial y su 

participación en el crimen organizado, especialmente en la década de 1990. Estos problemas 

persistieron en Kirguistán, donde el poder se dividió entre las élites autoritarias y neopatrimoniales. 

Los Gobiernos de Georgia y Rusia aumentaron la capacidad del Estado en la década del 2000, 

mantuvieron formas de gobierno autoritarias y neopatrimoniales, y utilizaron a la policía para 

promover sus propios intereses políticos y económicos. Ninguno de los dos Gobiernos democratizó 

el control de la policía. Pero en Georgia, después del 2003, el Gobierno inició reformas policiales 

anticorrupción muy exitosas al reafirmar su control económico y burocrático sobre la policía y al 

tomar medidas enérgicas contra el crimen organizado, un enfoque rápido y de arriba hacia abajo 
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que comparte similitudes con las reformas policiales anticorrupción en Singapur y Hong Kong 

(Manion, 2004; Quah, 2014). Por lo tanto, la reforma parcial, centrada en la anticorrupción y la 

eficacia policial, es posible, aunque inusual, en regímenes autoritarios o neopatrimoniales, pero 

requiere élites políticas con la voluntad y la capacidad de implementar estas reformas. El caso 

georgiano también indica que aumentar la capacidad del Estado y tomar medidas enérgicas contra 

la corrupción, donde limitan las oportunidades de bloquear la reforma, puede ser más eficaz para 

lograr resultados democráticos que la democratización de la policía o la reforma, un enfoque, sin 

embargo, no exento de limitaciones y riesgos. 

 

Es bien sabido que los regímenes autoritarios producen policías autoritarias
6

 y, gracias al trabajo de 

antropólogos, académicos del área y criminólogos, comprendemos mejor cómo el 

neopatrimonialismo
7

 y la baja capacidad estatal
8

 impactan la actuación policial. Sin embargo, las 

principales investigaciones y políticas de la RPD, así como las críticas destacadas, no han 

conceptualizado debidamente el impacto de estos factores en tres aspectos clave. En primer lugar, 

es posible que los Estados no tengan un control directo significativo sobre la policía. En segundo 

lugar, las élites políticas y policiales pueden tener fuertes intereses en resistirse a las reformas. En 

tercer lugar, en determinadas circunstancias, las élites políticas pueden ser el principal impulsor de 

la reforma, pero tenemos un conocimiento limitado de cómo los diferentes tipos, formas o grados 

de voluntad, capacidad y condiciones políticas impactan en los distintos tipos de reforma 

(Shahnazarian y Light, 2018). 

 

Este documento explica cómo la baja capacidad del Estado representa una barrera importante para 

la RPD y cómo los regímenes autoritarios y neopatrimoniales también presentan barreras para el 

control democrático de la policía, aunque las mejoras en la eficiencia policial y la anticorrupción 

pueden ser posibles si las élites políticas tienen la inclinación y la capacidad de implementar dichas 

reformas. El período 1990-2012 cubre los principales cambios en la transformación política y 

policial en todos los casos. Se utilizó un análisis político e histórico comparativo para estudiar las 

transformaciones políticas y los datos sobre las organizaciones policiales obtenidos a través del 

análisis histórico y más de dos años y medio en la región entre el 2009 y 2012, y más de 80 entrevistas 

en ruso e inglés con policías, políticos, trabajadores de ONG y otras personas que interactúan 

regularmente con la policía
9

.  Los casos fueron elegidos debido a sus diferentes patrones de 

transformación política y policial. Abarcan tres partes distintas de la antigua Unión Soviética (Rusia, 

Asia Central y el Cáucaso Sur) y los hallazgos pueden ser relevantes para otros países de la antigua 

Unión Soviética, que comparten modelos policiales y patrones de transformación política similares. 

Concluyo el artículo con algunas implicaciones políticas para la reforma en contextos con formas 

similares de gobernanza. 

 

Capacidad estatal, autoritarismo, neopatrimonialismo y policía 

 

La capacidad estatal, el autoritarismo y el neopatrimonialismo pueden explicarse como se indica a 

continuación. Este enfoque se basa en el marco de Taylor, que clasifica a los Estados por su 

«capacidad» y «calidad», siendo esta última el grado en que el Estado y sus funcionarios sirven a los 

intereses de la población de manera justa y promoviendo el bienestar general (Taylor, 2011). 

Sustituyo «calidad» por el grado de democracia o autoritarismo. 
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La capacidad estatal es el «”poder rutinario”» de un Estado… para penetrar en la sociedad civil y 

para implementar logísticamente decisiones políticas en todo el reino». (Mann, 1986). Los Estados 

afirman su capacidad principalmente a través de sus capacidades administrativas, jurídicas, 

extractivas y coercitivas básicas (Skocpol, 1985). Baja capacidad estatal. Los Estados con baja 

capacidad estatal tienen poca penetración en la sociedad y están dominados por formas 

personalizadas de gobierno, un monopolio incompleto de la violencia y un control limitado sobre 

el territorio del Estado (Andersen, 2007). A diferencia del poder rutinario, la autoridad de estos 

Estados se mantiene gracias al poder excepcional
10

 de las organizaciones e individuos a cargo del 

Estado. Se trata del «conjunto de medidas que la élite está facultada para adoptar sin una 

negociación rutinaria e institucionalizada con los grupos de la sociedad civil». (Mann, 1986). En 

resumen, el poder excepcional es el poder que la élite estatal tiene sobre la sociedad civil, mientras 

que el poder rutinario es el poder del Estado para penetrar y coordinar centralmente las actividades 

de la sociedad civil a través de su propia infraestructura. 

 

La forma en que un Estado ejerce su capacidad puede distinguirse por diferentes combinaciones 

de formas de dominación: patrimonial, neopatrimonial y jurídico-racional. Estas también nos dan 

diferentes tipos de régimen: democráticos, híbridos y autoritarios. Los regímenes neopatrimoniales 

son un subtipo de autoritarismo. El autoritarismo describe regímenes que no organizan elecciones 

libres y justas periódicamente, pero aquí lo defino de forma más amplia, también como una práctica 

política llevada a cabo por un actor político para sabotear cualquier responsabilidad que tenga ante 

la ciudadanía al inhabilitar su acceso a la información o su capacidad de expresar sus opiniones 

políticas (Glasius, 2018). El neopatrimonialismo es una mezcla de dominación burocrática 

patrimonial y jurídico-racional. Bajo el patrimonialismo, todas las relaciones entre el gobernante y 

el gobernado son personales y no hay división entre lo público y lo privado. Bajo el 

neopatrimonialismo existe esta distinción, al menos formalmente, incluso si, en la práctica, esto no 

se observa (Erdmann y Engel, 2007). Para mantener el control del poder, el gobernante 

neopatrimonialista se apoya en el patrimonialismo para controlar las principales fuentes de poder 

del país, incluyendo los recursos económicos y el control del aparato coercitivo del Estado. La 

legitimidad y la supervivencia del Estado descansan en el uso del poder excepcional para distribuir 

recursos vía redes verticales y personalizadas de patrón-cliente (Mann, 1986; Andersen, 2007). 

 

Los regímenes también se distinguen por el tipo de dominación prevalente a nivel político (es decir, 

el gobierno) y el nivel de la burocracia estatal. Los políticos siempre gobiernan a través de un 

elemento de dominación patrimonial, incluso en las democracias. En una democracia, los políticos 

están sujetos a normas legales. (es decir, el Estado de derecho) y deben ser elegidos, pero ninguna 

de las dos cosas es cierta en un régimen autoritario. Un régimen híbrido contiene algunas 

características democráticas (por ejemplo, elecciones regulares), pero también elementos 

autoritarios. (p. ej., eliminación de la oposición política; manipulación de elecciones). Es posible 

tener un régimen autoritario con un gobierno legalmente constituido, y una burocracia jurídico-

racional, pero es más común que ambos estén dominados por formas de gobernanza 

neopatrimonial. En conjunto, el marco mencionado nos permite la siguiente tipología (Tabla 1): 

 

Lo anterior brinda un marco para examinar el contexto político en el que ocurre la RPD 

clasificando los regímenes por capacidad estatal (alta a baja) y grado de democracia o autoritarismo 

(democrático a autoritario). Las clasificaciones, basadas en tipos ideales, han sido criticadas por 

simplificar demasiado las condiciones políticas complejas, conceptualización inadecuada de 
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términos clave y problemas de precisión y medición (Saeed, 2020). Sin embargo, la comparación 

requiere simplificación y dichos modelos pueden proporcionar una descripción general que puede 

complementarse con información adicional para explicar mejor los tipos de gobernanza y su 

impacto en la policía. El marco aquí separa a los gobiernos y las burocracias, y la capacidad del 

Estado desde el grado de democracia o autoritarismo para evitar el exceso de categorización 

simplista (por ejemplo, suponer que una alta capacidad estatal se correlaciona necesariamente con 

la democracia o viceversa). También permite un medio para medir los dos últimos, según Taylor, 

utilizando los Indicadores de Gobernanza Mundial (IGM) del Banco Mundial. La combinación y 

el promedio de los indicadores de estabilidad política, ausencia de violencia y eficacia 

gubernamental proporcionan una aproximación de la capacidad del Estado, y la combinación y el 

promedio de los indicadores de voz y rendición de cuentas, Estado de derecho y control de la 

corrupción proporcionan una aproximación del grado de democracia o autoritarismo (Taylor 

2011). 

 

Tabla 1: Tipos de regímenes 

Tipo de 

régimen 
Democrático  Híbrido  Autoritario 

Gobierno 

Burocracia 

Jurídico 

Jurídico-racional 

Jurídico 

Neopatrimoni

al 

Jurídico (personal) 

Neopatrimonial 

Personal 

Neopatrimonial 

Personal 

Jurídico-racional 

 

 

El marco ayuda a delimitar los factores que influyen en el éxito o el fracaso de la RPD. Centra la 

atención en el Estado, que tiene una importante influencia en la reforma policial debido a los 

mecanismos clave que posee para influir en el comportamiento policial. El Estado autoriza a la 

policía; tiene un papel sustancial en decidir la estrategia policial y, a menudo, las opciones operativas 

y tácticas; puede reclutar y promover personal clave, y tiene una influencia económica sustancial 

sobre la policía (es decir, les paga). En una democracia ideal, el Estado puede dotar de recursos 

suficientes y controlar a la policía mediante normas y regulaciones formales que favorecen a la polis 

democrática. Sin embargo, cuando la capacidad del Estado es baja, el comportamiento policial está 

influenciado por recursos económicos fuera de la estructura formal y la policía está muy involucrada 

en la corrupción y el crimen organizado. Donde predominan las formas autoritarias de gobierno, 

los líderes políticos y policiales utilizan reglas y relaciones formales para controlar el reclutamiento, 

los ascensos y la estrategia, a menudo en beneficio del Gobierno, más que de la polis en su conjunto. 

En un régimen neopatrimonial, los líderes políticos y policiales también utilizan las instituciones 

informales para el mismo propósito y en interés de su red clientelar. 

 

Reforma policial democrática 

 

Sin embargo, el vínculo entre la baja capacidad del Estado y las políticas y reformas autoritarias o 

neopatrimoniales no se ha conceptualizado lo suficiente en las políticas y la investigación. La RPD 

es un conjunto de medidas que tiene como objetivo crear una policía que sea eficaz, defienda el 

Estado de derecho por igual (es decir, sin importar la raza, el género, etc.), legítimo, responsable, 

que respete los derechos humanos y pueda mantenerse de manera sostenible
11

. En este artículo utilizo 

RPD y reforma policial indistintamente, aunque también me refiero a la reforma parcial que solo 
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logra algunos de estos objetivos. Agrupo la literatura en cuatro escuelas que varían según lo que 

profesionales y académicos identifican como las principales razones del fracaso de la RPD y la 

oferta de alternativas. 

 

Los enfoques convencionales de la RPD dominan los enfoques de los profesionales y están 

estrechamente relacionados con la literatura más amplia sobre la reforma del sector de seguridad 

(RSS) (Bayley y Perito, 2010; DCAF, 2019; Peacock, 2021). El trabajo de Bayley del 2005 ofrece 

el ejemplo más desarrollado. Argumenta que seis estrategias son clave para la realización de un 

servicio de policía democrático: proporcionar una base jurídica para la nueva policía; crear un 

mecanismo de supervisión independiente y especializado; dotar a la policía del personal adecuado; 

desarrollar la capacidad de los ejecutivos de la policía para gestionar la reforma; hacer que la 

prevención del delito que afecta a los individuos sea el foco principal de la actuación policial, y exigir 

legalidad y equidad en las acciones de los agentes policiales. Bayley y otros comentaristas señalan 

que las iniciativas de la RPD a menudo fracasan porque carecen de apoyo político local; muy pocas 

veces son exhaustivas ni están bien orientadas a los contextos, y se centran principalmente en las 

organizaciones policiales y su reorganización, capacitación y equipamiento (Bayley, 2005; Wozniak, 

2017, 2018). Sin embargo, no analiza en detalle las causas del fracaso, salvo para referirse al 

desorden y al conflicto, al subdesarrollo, a la debilidad de las instituciones y al legado de la represión 

política (Bayley 2005). Dado que estos aspectos no se examinan en profundidad, su importancia o 

relación con las medidas enumeradas anteriormente no queda clara (es decir, ¿son las mismas las 

prioridades si la causa principal del fracaso es el desorden y el conflicto, en contraposición al legado 

de la represión política?).  

 

En términos generales, tres escuelas principales critican los enfoques dominantes: la 

gobernanza híbrida, la postestructural y la realista. Los tres cuestionan la viabilidad del modelo de 

Estado weberiano propagado por la RPD y argumentan que los enfoques basados en ella hacen que 

los donantes y los reformadores ignoren la gobernanza indígena y las instituciones de seguridad 

(Goldsmith y Dinnen, 2007). La escuela de gobernanza híbrida enfatiza el fracaso de los 

reformadores o donantes a la hora de desarrollar modelos y asociaciones con actores no estatales 

que pueden ser más eficaces y legítimos que las instituciones estatales formales (Baker, 2010; 

Gordon, 2014). Los enfoques postestructuralistas critican a las élites políticas y a los donantes, 

argumentando además que los conceptos como la RPD y la reforma del sector de seguridad (RSS) 

son medios para proyectar modelos occidentales de seguridad y gobernanza, y promover los 

intereses de las élites neoliberales internacionales y estatales, y de los donantes (Ryan, 2011; Ellison 

y Pino, 2012). La escuela realista identifica el subdesarrollo y la debilidad de las instituciones 

estatales y policiales como causas de los problemas policiales. Al igual que la escuela de gobernanza 

híbrida, critica la capacidad de los actores externos para reformar dichas estructuras, pero es más 

crítica con los actores no estatales. Reconoce que las élites políticas y los actores no estatales pueden 

actuar como facilitadores, pero también como poderosos obstáculos para la reforma (Colletta y 

Muggah, 2009; Hills, 2020). Superar estos obstáculos puede requerir incentivar a actores 

poderosos, pero poco recomendables, hacia objetivos de reforma y objetivos más limitados, como 

la estabilización, un enfoque que ha cobrado cierta popularidad en los círculos de donantes (Unidad 

de Estabilización, 2019). 

 

Cada escuela tiene sus propias ventajas, pero las tres primeras solo explican parcialmente la 

influencia de la baja capacidad estatal, el autoritarismo y el neopatrimonialismo. La corriente 
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principal de la RPD enfatiza la importancia de reformar las instituciones formales, pero dice poco 

sobre cómo gestionar a los actores autoritarios o neopatrimoniales, o no estatales que se oponen a 

la reforma. La escuela de gobernanza híbrida presta poca atención a las barreras a la reforma que 

plantean los actores no estatales. La escuela postestructuralista destaca que los donantes y las élites 

estatales pueden usar la reforma para promover sus propios intereses y la necesidad de una reforma 

política y económica general para abordar la injusticia social más amplia. Pero no ofrece una guía 

clara sobre lo que es posible cuando las condiciones para un cambio amplio faltan o solo están 

parcialmente presentes. Es importante destacar que las tres escuelas enfatizan la importancia de 

democratizar el control del sector de seguridad y los procesos de reforma para incluir a la sociedad 

civil, actores híbridos o marginados. Pero este enfoque también puede aumentar las oportunidades 

para que los actores estatales y no estatales bloqueen la reforma. La escuela realista destaca estas 

posibles barreras y sugiere priorizar el desarrollo de la capacidad y la voluntad política para la 

reforma, priorizando medidas moderadas y la estabilización, aunque existen pocos estudios dentro 

de esta escuela. Retomaré el análisis de las fortalezas y limitaciones de las diversas escuelas tras 

explicar cómo la baja capacidad estatal, el autoritarismo y el neopatrimonialismo representaron 

barreras para la reforma policial en la antigua Unión Soviética, barreras que se superaron 

parcialmente en Georgia. 

 

El impacto del autoritarismo, el neopatrimonialismo y la baja capacidad estatal 

en la policía de Georgia, Kirguistán y Rusia 

 
A principios de la década de 1990, la capacidad estatal fue inicialmente baja, ya que cada Estado 

luchaba con la democratización, la mercantilización, los intentos de construcción estatal y los 

desafíos a las concepciones de la era soviética de la identidad nacional. El régimen de Putin 

aumentó la capacidad estatal en la década del 2000 al fortalecer el Ejecutivo frente a otros sectores 

del Gobierno y las regiones de Rusia, y se ha vuelto cada vez más autoritario (Sakwa, 2010; 

Gel'man, 2021). La capacidad estatal fue especialmente baja en Georgia en la década de 1990 como 

resultado de los conflictos secesionistas y el régimen cleptocrático de Eduard Shevardnadze (1995–

2003). Después de la Revolución de las Rosas del 2003, un nuevo gobierno de reformistas más 

jóvenes y de mentalidad más democrática, liderado por Mikheil Saakashvili, aumentó la capacidad 

estatal al fortalecer el Poder Ejecutivo, monopolizar el clientelismo político bajo una red y reprimir 

la corrupción de bajo nivel en todo el sector público. El Gobierno exhibió algunas tendencias 

autoritarias (por ejemplo, una intolerancia hacia la oposición política y cierta supresión de los 

medios independientes) y la corrupción de alto nivel siguió siendo un problema (Kupatadze, 2012; 

Jones, 2013). Pero era menos autoritario y corrupto en comparación con Rusia y cedió el poder 

en las elecciones democráticas del 2012 a una coalición liderada por el multimillonario Bidzina 

Ivanishvili, quien es ampliamente considerado por controlar el país a través de su red de 

clientelismo (Aprasidze y Siroky, 2020). La capacidad estatal de Kirguistán fue inicialmente baja 

pero no inestable bajo la presidencia de Askar Akaev (1991–2005). La inestabilidad aumentó en la 

década del 2000 y Akaev y su sucesor, Kurmanbek Bakiev, fueron depuestos en el 2005 y el 2010 

respectivamente. La política kirguisa sigue fragmentada y se caracteriza por altos niveles de 

corrupción y líderes políticos que utilizan sus cargos para apoyar sus redes de clientelismo (Engvall, 

2022). 

 

Las transiciones mencionadas se reflejan en los Indicadores Mundiales de Gobernanza para el 



8 
 

período 1996-2019. La capacidad estatal (alta +2; baja -2) fue inicialmente baja en los tres países, 

ha aumentado ligeramente en Rusia y Kirguistán, y de forma más considerable en Georgia. La 

capacidad estatal es sorprendentemente alta en la década de 1990 en Kirguistán, lo cual se debe en 

parte a la relativa estabilidad bajo la presidencia temprana de Akaev, pero probablemente más a las 

limitaciones de los datos, cuya calidad mejoró a partir del 2002 (Figura 1). 

 

 
 

Figura 1. Capacidad estatal en Georgia, Kirguistán y Rusia (1996–2019). 

 

 

En cuanto al grado de autoritarismo o neopatrimonialismo (−2) versus democracia (+2), hubo 

pocos cambios en las puntuaciones de Kirguistán o Rusia, pero la puntuación democrática de 

Georgia aumentó considerablemente después de la Revolución de las Rosas (Figura 2). 

 

Problemas en la policía 

 

La policía replicó patrones de transformación política y las barreras a la reforma fueron causadas 

por la baja capacidad del Estado y el predominio de formas autoritarias y neopatrimoniales de 

gobierno. Estos factores afectaron los principales mecanismos que tenían los Estados para controlar 

a sus respectivas policías. 
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Figura 2. Grado de democracia - autoritarismo en Georgia, Kirguistán y Rusia (1996­2019). 

 

 

Autorización 
 

Cada estado heredó organizaciones policiales que, en la época soviética, estaban politizadas, 

militarizadas, eran represivas y solo respondían ante los líderes del Partido Comunista 

(Shelley, 1996). En Kirguistán, Rusia y la Georgia anterior a la Revolución de las Rosas, hubo 

pocos cambios en las competencias formales que regulaban la actividad policial, que se 

mantuvieron basadas en este modelo. 

 

En Rusia, el Ministerio del Interior (MVD)
12

 mantuvo una estructura de mando rígida, 

responsable únicamente ante sí mismo y ante las élites políticas (Beck y Robertson, 2005). Los 

marcos legales heredados de la era soviética se equilibraron considerablemente a favor del 

Estado sobre los derechos individuales y, a menudo, se redactaron de forma imprecisa para 

aumentar la discreción de los administradores y proporcionar al régimen mecanismos legales 

contra sus oponentes (Solomon, 2008). Las reformas posteriores redujeron en parte la 

imprecisión, pero no redujeron la subordinación jerárquica de la policía, mejorando la 

transparencia o la rendición de cuentas ante actores externos a la estructura del MVD, ni para 

limitar adecuadamente a la policía dentro del Estado de derecho (Burnham y Kahn, 2008; 

Galeotti, 2012). La policía kirguisa y la georgiana anterior a la Revolución de las Rosas 

operaban de forma similar en un marco legal e institucional que apenas había cambiado desde 

la época soviética (Wheatley, 2005; Lewis, 2011)
13

.  
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El declive del control económico estatal sobre la policía 

 

La dislocación causada por los procesos de transición redujo drásticamente la influencia 

económica de cada Estado sobre la policía y resultó en un marcado aumento de la corrupción 

y la participación de la policía en el crimen organizado. 

 

La policía en Rusia estuvo mal pagada durante gran parte de las décadas de 1990 y 2000. Los 

salarios se duplicaron entre el 2005 y 2008, pero se mantuvieron comparativamente bajos 

(Taylor, 2011). En San Petersburgo, en el 2009, un oficial de rango medio con diez años de 

servicio ganaba aproximadamente 530 dólares al mes
14

, en comparación con un PIB per cápita 

de aproximadamente 8,000 dólares en el 2009 (Banco Mundial, 2022)
15

. Los bajos salarios 

impulsaron altos niveles de corrupción y contribuyeron a un aumento de la influencia de los 

grupos del crimen organizado sobre la policía, que fue especialmente marcada en la década 

de 1990 (Gerber y Mendelson, 2008). A la policía se le pagaba para obtener información que 

ayudara a cometer delitos, interrumpir investigaciones, detener e iniciar investigaciones contra 

empresas rivales y brindar apoyo práctico (por ejemplo, protección, suministro de armas) 

(Salagaev et al., 2006)
16

.  Para 1997, un período intenso de competencia violenta y consolidación 

había producido menos grupos de crimen organizado, pero más grandes, que también fueron 

cada vez más expulsados del mercado del crimen organizado por actores estatales que ofrecían 

mejor protección a las empresas debido a los recursos superiores y las protecciones legales 

que podían ofrecer (Volkov, 2002). 

 

En Kirguistán, el Estado central carecía de un fuerte control económico sobre la policía 

(O'Shea, 2015). La línea de pobreza total rondaba los 385 dólares en el 2008
17

, pero en el 

2011, los rangos policiales más bajos ganaban solo unos 215 dólares al mes y los más altos, 

unos 320. Antes del 2010, la cifra básica rondaba los 130-150 dólares
18

. La policía era una 

fuerza depredadora durante el período en cuestión. Los ciudadanos se veían obligados con 

frecuencia a pagar sobornos y también optaban por hacerlo para evitar que se procesaran las 

infracciones
19

. La policía también estaba involucrada en actos de extorsión más graves
20

. Hacia 

finales de la década del 2010, la influencia del submundo criminal en la policía aumentó 

debido a una mayor interacción entre políticos y grupos del crimen organizado (Uzakbaev, 

2009). Durante la presidencia de Bakiev, el MVD tuvo dificultades para mantener el poder 

sobre los agentes de poder regionales e institucionales, incluyendo al crimen organizado, y 

Bakiev y sus funcionarios eran ampliamente sospechosos de estar involucrados en el tráfico 

de drogas (Kupatadze, 2008)
21

. 

 

La policía georgiana anterior a la Revolución de las Rosas estaba muy mal pagada. El umbral 

de pobreza oficial rondaba los 50 dólares en el 2002, pero el salario oficial rondaba los 44-63 

dólares mensuales (Banco Mundial, 2002; Boda y Kakachia, 2005)
22

. A mediados de la década 

de 1990, el Ministerio de Asuntos Internos (MIA) proporcionaba protección al crimen 

organizado, controlaba directamente grandes negocios e incluso era propietario del club de 

fútbol más famoso de Georgia, el Dinamo de Tiflis (De Waal, 2010). La policía tenía fama de 

brutal
23

 (De Waal, 2010). Y los ciudadanos se veían obligados regularmente a pagar sobornos en 

los controles de tráfico y para obtener licencias de conducir, documentos de matriculación, etc. 

(Hensell, 2012). 
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Dirección política autoritaria y neopatrimonial, e influencia en el reclutamiento 

y la promoción 
 

La estrategia policial y algunas decisiones operativas y tácticas fueron dictadas por la lógica política 

de cada país, que era principalmente neopatrimonial con rasgos de autoritarismo. Los líderes 

estatales designaron a figuras de sus redes clientelares para altos cargos policiales y utilizaron esta 

influencia para promover sus propios intereses políticos y económicos. 

 

En la Rusia de Yeltsin, las élites políticas formales y otras figuras influyentes utilizaron a la policía 

para espiar e interceptar las comunicaciones de sus rivales políticos y económicos durante las luchas 

de la década de 1990 (Knight, 1996; Timoshenko, 1997). Bajo Putin, el Estado de derecho se 

ignora convenientemente cuando conviene a las necesidades del Kremlin. El encarcelamiento del 

oligarca Mijaíl Jodorkovski en el 2005, por ejemplo, no cumplió con los requisitos del Código de 

Procedimiento Penal, que entró en vigor en el 2002 (Hendley, 2010). El MVD tendía a 

desempeñar un papel secundario frente a otras agencias de seguridad, como el FSB
24

 y la fiscalía, 

en las luchas políticas entre facciones, pero fue una herramienta útil para que el régimen frenara la 

movilización de cualquier oposición política popular, desempeñando un papel importante en el 

control policial riguroso de las manifestaciones de la oposición (marzo del 2012). El clientelismo 

político está más centralizado bajo Putin. Bajo el Gobierno de Yeltsin, diversas agrupaciones 

políticas regionales y locales ejercieron su influencia para designar a la policía (Taylor, 2011). El 

régimen de Putin restableció el control centralizado al colocar a personas ajenas al MVD en los 

puestos más altos y centralizar el control sobre nombramientos y presupuestos regionales 

importantes (Taylor, 2011; Galeotti, 2012). 

 

La policía kirguisa siguió politizada para proteger los intereses de las élites en el poder y fue utilizada 

para generar luchas políticas internas. En el 2006, un político de la oposición fue encarcelado en 

Polonia por contrabando de heroína, pero fue liberado después de que una investigación polaca 

concluyera que la droga había sido colocada de forma burda. Un funcionario del aeropuerto 

kirguiso afirmó posteriormente que había recibido instrucciones del hermano de Bakiev para 

colocarla (Kupatadze, 2012). La policía replicó las tendencias autoritarias de los líderes políticos 

de Kirguistán, por ejemplo, al reprimir las protestas populares, pero la politización no siempre 

benefició a las élites que controlaban el Estado central y su forma reflejó la del fracturado entorno 

político de Kirguistán. Así, la policía de Osh, la segunda ciudad más grande de Kirguistán, fue 

utilizada para intimidar a los opositores del alcalde (Marat, 2010). El patrimonialismo también fue 

prominente durante todo el MVD: los ministros del Interior entrantes despidieron a altos 

funcionarios que habían ascendido bajo el mando de sus predecesores y ascendieron a hombres 

de sus propias regiones y ciudades de origen (Uzakbaev, 2009; Kupa­tadze, 2012). 

 

En Georgia, poderosas figuras políticas y económicas utilizaron a la policía para proteger sus 

intereses políticos y económicos
25

. Tras asumir la presidencia, Shevardnadze llenó su cúpula 

directiva principalmente con miembros de las antiguas élites policiales, muchos de los cuales habían 

sido jefes del Ministerio del Interior durante la era soviética (Kupatadze et al., 2006). Aunque el 

ambiente político era relativamente abierto, la policía anterior a la Revolución de las Rosas fue 

utilizada para chantajear a los oponentes políticos y proteger los intereses de sus clientes (Kupatadze 

et al., 2006). 
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Las formas autoritarias y neopatrimoniales de gobernanza también dominaron el reclutamiento, la 

promoción y la gobernanza de la policía en los niveles inferiores. En Rusia, al igual que en los 

demás casos, la policía priorizó las órdenes de sus supervisores inmediatos sobre el Estado de 

derecho (Gladarev, 2012). La cultura general del MVD y de otras agencias de seguridad enfatizó 

las lealtades extraconstitucionales a las personas en lugar de la adhesión a las normas (Galeotti, 

2010). Los oficiales en general contaban con escasas protecciones formales contra los abusos de 

sus jefes y eran susceptibles de ser utilizados como chivos expiatorios en caso de faltas 

institucionales publicitadas. Los superiores inmediatos también ejercían un fuerte control 

económico sobre sus subordinados.  Entre el 30 % y el 60 % de los salarios mensuales de los 

oficiales rusos eran decididos por sus superiores inmediatos, lo que les daba poca capacidad de 

maniobra para resistir directivas politizadas o delictivas (Gladarev y Tsinman, 2011; Gladarev, 

2012). 

 

Este patrón se replicó en Kirguistán. Formalmente, los oficiales solo respondían ante sus 

superiores (Marat, 2013). A pesar de la falta de control central, el MVD mantuvo una estricta 

jerarquía militarizada de subordinación
26

. La dependencia de los oficiales de sus superiores 

para sus puestos y la falta de supervisión externa perpetuaron altos niveles de corrupción y 

violencia policial. Varios oficiales entrevistados explicaron que las causas del soborno y la 

corrupción se derivaban de las exigencias financieras que les exigían sus superiores: 

 

No había corrupción durante la capacitación. ¡Todo eso cambió cuando empecé a trabajar!  Te 

preguntaban: «¿Cuántos autos paraste? ¿Dónde está el dinero?»
27

. 

 

Al igual que en Rusia, negarse a participar en actividades corruptas amenazaba el propio puesto 

(Lewis, 2011)
28

. La policía de Georgia anterior a la Revolución de las Rosas estaba dominada 

por normas familiares a una estructura represiva, criminalizada y depredadora
29

. La policía 

georgiana estaba gobernada formalmente por un modelo soviético con poca supervisión 

externa y, en cualquier caso, el débil control económico del Ejecutivo significaba que las 

fortunas de los oficiales dependían de quien tuviera el patrocinio más fuerte sobre sus unidades 

particulares, ya fuera dentro del MIA, patrones locales o criminales (Kukhianidze, 2003; Fritz, 

2005; Wheatley 2005). 

 

Obstáculos a la reforma en Kirguistán y Rusia. Reforma parcial en Georgia. 
 

Entre 1990 y el 2012 hubo pocas reformas policiales significativas en Kirguistán o Rusia, pero 

el Gobierno posterior a la Revolución de las Rosas introdujo reformas anticorrupción muy 

eficaces
30

.  

 

Se considera ampliamente que los esfuerzos de reforma en Kirguistán han sido cooptados por 

las élites políticas y policiales
31

. Como comentó un ex oficial: «Cada nuevo ministro declara 

reformas y generalmente eso significa [la] reorganización de la estructura del MVD para 

eliminar a personas no deseadas y designar a sus propios favoritos»
32

. Akaev y Bakiev 

reforzaron las estructuras estatales para monopolizar los principales flujos de recursos hacia sus 

redes, lo que generó un descontento considerable entre otras élites y la población en general, 

contribuyendo, en última instancia, a su propia caída (Temirkulov, 2010). Esto tuvo un 

impacto directo en la reforma policial. Ante la falta de capacidad o interés del Estado central 
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para la reforma, se implementaron cambios en la policía para favorecer los intereses políticos 

o económicos de facciones específicas, tanto dentro como fuera del MVD (Marat, 2013). 

Marat e Isa, por ejemplo, interpretan la transferencia de la responsabilidad de antinarcóticos 

de la Agencia de Control de Drogas al MVD en el 2007 como un intento de Bakiev de 

controlar el narcotráfico (Marat e Isa, 2010). 

 

Existe un consenso general entre los analistas de la policía rusa de que ha habido pocas 

reformas significativas (Taylor, 2014)
33

. A principios de la década del 2000, el aumento de la 

capacidad estatal mejoró el control del Ejecutivo en la policía y una reforma legislativa en el 

2001 otorgó al presidente un mayor control sobre nombramientos clave. Sin embargo, el 

objetivo principal de las reformas posteriores ha sido fortalecer la capacidad del régimen para 

responder a las amenazas externas e internas. Por ejemplo, las reformas de mediados de la 

década del 2000 estuvieron dictadas por la lógica de una lucha entre facciones en el período 

previo a la salida de Putin
34

, antes de la presidencia de Dmitry Medvedev (2008-2012), que se 

considera ampliamente que Putin dominó. Dos facciones compitieron para influir en la 

sucesión de Putin: Igor Sechin, jefe de gabinete de Putin, y Viktor Zolotov, jefe del servicio de 

seguridad presidencial, y su aliado Viktor Cherkesov, jefe del Comité Federal Antinarcóticos 

(FAC) (Radio Free Europe, 2007). En el 2006, Vladimir Ustinov, jefe de la Fiscalía General 

(FG) y aliado de Sechin, fue destituido inesperadamente por Putin, aparentemente después de 

que uno de los adjuntos de Cherkesov grabara una conversación entre él y Sechin, en la que 

se planteó la idea de que Ustinov podría suceder a Putin (Sakwa, 2011). A continuación, se 

produjeron una serie de cambios de personal y administrativos que no buscaban mejorar el 

funcionamiento de la FG ni de la FG, sino reducir el poder de la facción de Sechin y mantener 

el equilibrio entre las demás facciones (Taylor, 2011). 

 

El programa de reforma policial anunciado por Medvedev en diciembre del 2009 también 

estuvo impulsado por los intereses políticos y económicos de las élites políticas y policiales, y 

adolecía del mismo problema que las iniciativas anteriores (Taylor, 2014). En primer lugar, la 

responsabilidad de la implementación de la reforma recayó en el liderazgo del MVD, que tenía 

sus propias bases de poder que proteger y el menor incentivo para llevarla a cabo con eficacia 

(Galeotti, 2012; Semukhina y Reynolds, 2013)
35

. En segundo lugar, aunque existe cierta 

división en el análisis entre los comentaristas que citan una rotación considerable en el 

liderazgo del MVD
36

 y quienes señalan la continuidad (es decir, el personal superior que 

aprueba los procesos de recertificación)
37

, los cambios no produjeron un grupo de 

reformadores empoderados dentro del MVD. En tercer lugar, no se tomaron medidas 

sistemáticas para contrarrestar la vigilancia policial depredadora ni la violencia policial. 

 

La reforma policial en Georgia tuvo éxito porque el Gobierno aumentó la capacidad estatal y 

la combinó con reformas anticorrupción como parte de un programa más amplio de 

construcción del Estado
38

. El Gobierno reintegró un territorio que se había separado en la 

década de 1990
39

 e implementó cambios constitucionales para consolidar el Poder Ejecutivo 

frente al Legislativo y al gobierno local (Areshidze, 2007; Jones, 2013). Triplicó los ingresos 

estatales entre el 2003 y 2006, redujo el tamaño de la burocracia al despedir entre un cuarto y 

la mitad de los empleados estatales (28,000 y 40,000)
40

, aumentó el salario de los funcionarios 

públicos (hasta quince veces en algunos casos) y abordó el patrimonialismo y la corrupción de 

bajo nivel (por ejemplo, aumentando la informatización del pago de salarios, servicios, multas 
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e impuestos)
41

. Las reformas establecieron una única red neopatrimonial dominante que las 

élites clave utilizaron para mejorar sus intereses políticos y económicos privados e imponer su 

modelo de gobernanza neoliberal, que hizo poco para aliviar la pobreza (Kupatadze, 2012; 

Jones, 2013). Pero sí establecieron un Estado más que funcional e hicieron que Georgia pasara 

de estar entre los diez países más corruptos del mundo, según la clasificación del Índice de 

Percepción de la Corrupción de Transparencia Internacional, a estar sistemáticamente en el 

tercio superior en la década del 2010, una tendencia que se replicó en otras fuentes (Nasuti, 

2016). 

 

La reforma policial fue un componente clave del proyecto de construcción del Estado. El 

Gobierno consolidó varias agencias en una sola organización responsable de la vigilancia 

policial
42

, despidió a unos 16,000 policías y redujo el MIA de 56,000 a 33,000
43

, aumentó el 

presupuesto para el orden público y la seguridad de 19,3 millones de dólares en el 2003 a 253 

millones de dólares en el 2007
44

 y aumentó los salarios promedio entre nueve y diez veces
45

.  

Los nuevos gerentes de policía introdujeron una capacitación más orientada a la práctica y a 

los procesos de reclutamiento y ascenso profesionalizados. Esto ayudó a institucionalizar la 

policía de nivel inferior dentro de un marco jurídico­racional que regulaba una proporción 

mucho mayor de la actividad policial mediante reglas en lugar de clientelismo. El Gobierno 

también tomó medidas enérgicas contra el crimen organizado y los vínculos entre delincuentes 

y policía en 2004-2005. Rápidamente arrestó a individuos criminales clave, introdujo nueva 

legislación contra el crimen organizado y, aunque con escaso respeto por el Estado de 

derecho
46

, confiscó decenas de millones de dólares de ex funcionarios y conocidos criminales 

organizados. 

 

El Gobierno no democratizó el control policial ni las reformas para incorporar al Legislativo, 

al Poder Judicial ni a la sociedad civil, y mantuvo una policía politizada. El clientelismo siguió 

siendo el principal mecanismo para nombrar a los altos mandos
47

. La policía se utilizó para 

reprimir tanto a la oposición política como a la protesta popular; la impunidad policial siguió 

siendo un problema importante, y la persistencia de formas de gobierno neopatrimoniales en 

los niveles superiores implica que el éxito de las reformas sigue dependiendo de las 

personalidades (Light, 2014; Darchiashvili y Mangum, 2019). Sin embargo, las reformas 

resultaron en una rápida y marcada disminución de la corrupción y mejoras en la eficiencia 

policial, ambas de carácter sostenido. Varias encuestas realizadas en los años posteriores a la 

Revolución de las Rosas indicaron que una gran mayoría de georgianos tenía una opinión 

favorable del desempeño de las agencias policiales y los niveles de confianza total o parcial no 

habían caído por debajo del 45 por ciento
48

. Varias fuentes cualitativas corroboran estos 

hallazgos
49

.  

 

Aunque la capacidad del Estado aumentó en Rusia y Georgia, la policía mejoró 

sustancialmente solo en Georgia porque las nuevas élites también tenían la inclinación y la 

capacidad de acabar con la corrupción. En Rusia, el régimen carecía de ambos. Si bien el 

régimen de Putin no se beneficia mucho de la corrupción policial ni la necesita, ya que puede 

manipular sectores económicos más lucrativos (por ejemplo, los combustibles fósiles), el 

centro, en general, requiere un Estado de derecho débil porque depende de la búsqueda de 

rentas a cambio de apoyo político (Dawisha, 2015; Gel'man, 2021). El tamaño de Rusia 

también limita la capacidad de una sola red de neopatrimonialismo para dominar el país
50

, 



15 
 

mientras que el tamaño mucho menor de Georgia lo facilitó. En comparación con la nueva 

élite georgiana, el régimen de Putin también es más antiguo y se caracteriza por una cultura 

institucional soviética donde los funcionarios buscan la seguridad a través de las relaciones en 

lugar del Gobierno. En virtud de la ley, el Gobierno central impone exigencias imposibles que 

obligan a los funcionarios a recurrir al clientelismo y la corrupción para protegerse, y la ausencia 

de una función pública imparcial para reducir el favoritismo en el servicio público (Özsoy, 

2007). Por lo tanto, la reforma policial se ha basado en tácticas ineficaces de estilo soviético: 

abogar por una disciplina y un control más estrictos, castigar a los infractores y, cuando estas 

fallan, negar la existencia del problema, presentar a los denunciantes como alarmistas o buscar 

chivos expiatorios. En Georgia, gran parte de la nueva élite era joven, con educación occidental 

y estaba motivada por la convicción de que combatir, al menos la corrupción menor, era vital 

para la integridad misma del país (Nasuti, 2016). También comprendían los medios 

burocráticos y técnicos para combatirla, basándose en parte en las prácticas de gestión y 

gobernanza occidentales. 

 

Discusión 

 

Los patrones contrastantes de la reforma policial tienen implicaciones para comprender las 

barreras a la reforma en los Estados no occidentales y cómo podrían superarse. 

 

La RPD fracasa cuando la capacidad estatal es insuficiente. En Kirguistán, en la Georgia 

anterior a la Revolución de las Rosas y en Rusia en la década de 1990, incluso con voluntad 

política, el Estado era demasiado débil para contrarrestar a los actores no estatales e impedir 

que la policía (o sus patrocinadores políticos) se aprovechara de la población. El éxito de las 

reformas georgianas se basó en que el Gobierno aumentó la capacidad estatal y la utilizó para 

afirmar su control económico, político y burocrático sobre el Estado y la policía, así como para 

contrarrestar al crimen organizado y a policías y políticos corruptos que probablemente habrían 

bloqueado la reforma. Sin embargo, como demuestra el caso ruso, una mayor capacidad estatal 

no es suficiente para lograr ni siquiera una reforma parcial. 

 

El predominio del autoritarismo o del neopatrimonialismo puede ser una barrera profunda o 

parcial para la reforma. Para explicar esto, necesitamos diferenciar entre el control 

democrático de la policía o la reforma y algunos resultados democráticos en forma de mayor 

efectividad y menor corrupción. El Gobierno georgiano, y el Gobierno ruso en mayor medida, 

no democratizaron ni el sistema político ni el control de la policía, y ambos mantuvieron una 

policía politizada. La explicación más plausible para esto es que los líderes autoritarios o de 

regímenes híbridos son reacios a democratizar completamente el control porque creen que es 

necesario para la seguridad del régimen (Greitens, 2016). Pero, aunque mantuvo formas de 

gobierno autoritarias o neopatrimoniales en los niveles superiores, el Gobierno georgiano tuvo 

la voluntad política y la capacidad de reducir la corrupción al eliminar a los individuos 

corruptos e institucionalizar la policía dentro de un marco jurídico-racional en los niveles 

inferiores. Por lo tanto, logró algunos objetivos democráticos sin democratización. 

 

Los patrones contrastantes de reforma y las causas de estos contrastes pueden esquematizarse 

en consecuencia (Tabla 2): 
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Las principales barreras contra la reforma son, por lo tanto, la baja capacidad del Estado y la 

resistencia a la reforma de las élites políticas y policiales autoritarias o neopatrimoniales. El 

control democrático de la policía no es posible en un régimen plenamente autoritario y es 

improbable donde predominan las formas de gobierno neopatrimoniales. Sin embargo, es 

posible mejorar la eficacia policial y la lucha contra la corrupción en tales condiciones, cuando 

existe una consolidación del poder y las élites políticas tienen la disposición y la capacidad para 

implementar dichas reformas. 

 

Esta explicación de por qué la reforma fracasa o tiene éxito contrasta con los enfoques 

principales de la RPD. Los enfoques dominantes identifican correctamente que la reforma 

requiere la reforma de la organización policial y las instituciones políticas clave. En la práctica, 

a menudo se centran en la primera y en la reorganización, la capacitación y el equipamiento 

(Bayley 2005, Wozniak 2018). Pero los problemas relacionados con la policía en los casos 

abordados no fueron causados, en su mayoría, por deficiencias en estas áreas, sino por 

estructuras formales, procesos y reglas que tenían mucho menos influencia sobre la policía en 

comparación con los políticos y la policía neopatrimoniales y, como lo destaca la escuela 

realista, la influencia de los actores no estatales en la policía. Los enfoques dominantes también 

minimizan que la reforma pueda fracasar no solo por la ausencia de voluntad política, sino 

porque los políticos y la policía autoritarios y neopatrimoniales la bloquean. Tampoco son 

claros sobre qué tipos de reforma son posibles bajo diferentes condiciones políticas. 
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Cuadro 2. Patrones contrastantes de transformación política y policial en Georgia, Kirguistán y Rusia (1990­2012). 

 
Variables causales 

País 

 
Georgia 

Capacidad del Estado 

▪ Aumento a      

Estado con  

   capacidad  

   moderada 

Burocracia Gobierno 

▪ Consolidado 

▪ Gestión neoliberal mixta 

y gobernanza 

autoritaria/ 

neopatrimonial 

▪ Reformas 

anticorrupción eficaces 

▪ Dominio total del presidente 

▪ Alguna corrupción de la élite 

▪ Liderazgo mixto neoliberal y 

autoritario/neopatrimonial 

Resultado 
Tipo de policía 

▪ Bajo nivel de 

corrupción 

▪ Baja violencia 

▪ Politizado 

Kirguistán ▪ Fracturado 
▪ Gobernanza autoritaria/ 

neopatrimonial 

▪

 

▪ Fracturada entre élites 

▪ Altos niveles de 

corrupción de élites 

▪ Liderazgo autoritario/ 

neopatrimonial 

▪ Altos niveles 

de corrupción 

▪ Violento 

▪ Politizado 

Rusia ▪ Aumento a 

Estado con 

capacidad 

moderada 

▪ Consolidado 

▪ Gobernanza autoritaria/ 

neopatrimonial 

▪ Reformas 

anticorrupción no 

eficaces 

▪ Dominio parcial del 

presidente 

▪ Altos niveles de corrupción 

de élites  

▪ Liderazgo autoritario/ 

neopatrimonial 

▪ Altos niveles de 

corrupción 

▪ Violento 

▪ Politizado 

▪ Bajo 
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La escuela de gobernanza híbrida argumenta que el éxito probablemente dependa de la 

inclusión, si no de la prominencia, de actores no estatales. Incluir a actores no estatales y grupos 

de la sociedad civil en la gobernanza de la policía, o institucionalizar la rendición de cuentas de 

la policía ante dichos grupos, o cualquier persona que no sea de las élites política y policiales, 

puede ser una forma eficaz de reducir la violencia policial, la corrupción e incluso la represión 

si v a  acompañada de una reforma política más amplia. Pero la gobernanza híbrida puede 

exagerar la adhesión de los actores no estatales a las normas democráticas y su potencial para 

superar los intereses creados opuestos para reformar, incluyendo las internas y externas al 

Estado (Andersen, 2012). En Kirguistán, Rusia y la Georgia anterior a la Revolución Rosa, las 

élites políticas neopatrimoniales y criminales, así como poderosos actores no estatales como el 

crimen organizado, bloquearon las reformas. En Georgia, el éxito se logró impidiendo que 

estos actores lo intervinieran. 

 

Las críticas postestructurales centran la atención en los problemas causados por las élites 

políticas, especialmente dentro del orden político-económico global (por ejemplo, los donantes 

occidentales). Es importante preguntarse en beneficio de quién funciona realmente la RPD, en 

particular cuando se pretende fortalecer las estructuras estatales coercitivas para imponer el 

poder de un grupo, como en Rusia y en Georgia después de la Revolución de las Rosas, o sin 

abordar otras formas de injusticia. Sin embargo, al centrarse en factores internacionales, estos 

enfoques pueden subestimar el grado en que los actores estatales y no estatales, tanto locales 

como nacionales, causan problemas policiales y obstaculizan la reforma. Los enfoques 

postestructurales tampoco prestan suficiente atención al papel clave que pueden desempeñar 

las élites políticas en el impulso de la reforma. Las reformas georgianas, relativamente exitosas, 

fueron de arriba hacia abajo e impulsadas por las élites políticas estatales. 

 

Finalmente, los tres enfoques sostienen que la RPD requiere la democratización del control del 

sector de seguridad. Pero, como demuestra el ejemplo de Georgia, es posible una reforma 

parcial sin democratización. Un enfoque estrecho también puede ayudar a reducir las 

oportunidades de bloquear la reforma. Esto no está exento de riesgo. Las élites políticas 

neopatrimoniales y autoritarias en los casos, incluida la Georgia posterior a la Revolución de las 

Rosas, utilizaron su control consolidado de la policía para promover sus intereses económicos y 

políticos.  Analizaré las implicaciones de este hallazgo más adelante en relación con las 

políticas. 

 

Conclusión 

 

Las lecciones extraídas de los estudios de caso sugieren una serie de direcciones futuras para la 

política de la RPD. 

 

La primera implicación política es que una reforma policial exitosa requiere que el Estado 

aumente su capacidad de control sobre la organización policial, aumentando los salarios y 

reforzando su control burocrático frente a actores externos. Sin embargo, esta medida conlleva 

riesgos y solo puede generar resultados policiales democráticos si el régimen está dominado 

por actores con interés y capacidad para lograr estos resultados, aunque sea parcialmente. En 

muchos regímenes híbridos, y algunos democráticos, los políticos seleccionados mediante 

mecanismos democráticos pueden comportarse de forma autoritaria o neopatrimonial 
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(González, 2020). Fortalecer la capacidad del Estado sobre su policía puede, por lo tanto, 

aumentar su poder de represión o corrupción. Como mínimo, los responsables políticos, 

incluidos los donantes, deben considerar si la RPD es posible en ausencia de suficiente 

capacidad estatal. En tales condiciones, el comportamiento policial probablemente se verá 

influenciado por actores y líderes políticos corruptos externos a la policía, y la capacidad de la 

organización policial para actuar como agente de cambio democrático será muy limitada. No 

obstante, no se puede lograr la RPD sin cierto fortalecimiento de la capacidad del Estado 

porque una policía autorizada a usar la coerción, pero con recursos muy insuficientes, 

probablemente será depredadora.  Para garantizar que los aumentos faciliten los resultados 

democráticos, es probable que se requieran algunos de los métodos prohibidos por la RPD 

convencional (es decir, el desarrollo y la aplicación de políticas de protección de los derechos 

humanos) y un enfoque en la lucha contra la corrupción (véase más adelante). Cuando existen 

importantes obstáculos políticos a la reforma o el riesgo de intensificar la represión es 

demasiado alto, puede ser más eficaz centrarse en la creación de coaliciones que apoyen la 

reforma o, en el caso de los donantes, en apoyar a la sociedad civil con ese objetivo, en lugar 

de priorizar la colaboración con el Estado o la policía. 

 

Una RPD completa requiere que los reformadores aborden las influencias del autoritarismo y 

el neopatrimonialismo dentro y fuera de la policía. Una organización policial no puede ser 

democrática, prestando un servicio equitativo, si favorece a quienes están dentro o conectados 

con un régimen o su red clientelar. Como lo demuestran Georgia y casos similares en Singapur 

y Hong Kong, un Gobierno capaz y dispuesto puede usar medidas anticorrupción para reducir 

la influencia del neopatrimonialismo (Manion, 2004; Quah, 2014). Sin embargo, está menos 

claro cuán efectiva es la democratización del control policial y cuándo debería ocurrir. Una 

implicación política controvertida, siguiendo el ejemplo de Georgia, es que la efectividad 

policial y la anticorrupción deben priorizarse antes que la democratización del control policial. 

Esto puede ayudar a aislar a una organización policial de influencias externas, por ejemplo, 

asegurando que el salario de los oficiales sin puestos de mando sea suficiente y, junto con el 

reclutamiento y los ascensos, se decida sobre la base de normas jurídico-racionales en lugar de 

conexiones personales (Transparencia Internacional, 2012). Pero, de nuevo, esto también 

corre el riesgo de fortalecer la capacidad coercitiva de un régimen, que podría utilizarla para 

fines no democráticos. 

 

No obstante, los patrones contrastantes de la reforma sugieren que una reforma exitosa fuera 

de la antigua Unión Soviética también podría requerir mejoras en la capacidad estatal y un 

enfoque en la lucha contra la corrupción. Incluso en un modelo híbrido, para que la policía 

sea democrática se requiere algún tipo de autoridad democrática. Las autoridades 

subnacionales pueden ser democráticas, pero para que la democracia o la policía democrática 

se mantengan, probablemente se requiera un organismo democrático nacional con autoridad. 

En la práctica, centrarse en los resultados anticorrupción también podría tener mayor impacto 

que enfatizar la democratización de los procesos de la reforma. Pocas personas participarán 

en esta última, y una democratización amplia puede generar oportunidades para bloquear la 

reforma. Las medidas anticorrupción eficaces pueden mitigar los costos que paga una 

población más amplia y, en contraste, tener un efecto de amplio alcance. 

 

Sin embargo, estas tres lecciones deben tomarse con cautela. El éxito parcial en Georgia puede 
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haber dependido de factores específicos del país. Georgia es pequeña y relativamente 

homogénea, lo que facilitó que una única red neopatrimonial dominara el Estado. En un 

contexto más amplio y diverso, este enfoque puede instigar un conflicto entre las élites o una 

sociedad más amplia. Según la escuela de gobernanza híbrida, un proceso de reforma que 

regule diversas formas de vigilancia policial, pero que sea menos centralizado que el de 

Georgia, puede tener más posibilidades de producir resultados democráticos, aunque 

probablemente requerirá un acuerdo político o un pacto entre las élites que proporcione 

estabilidad y se centre en dichos resultados. Sin embargo, estos acuerdos pueden generar más 

oportunidades para bloquear la reforma cuando un Gobierno tiene una capacidad limitada 

para combatir la corrupción, con el riesgo de socavar el acuerdo o pacto (Nasuti, 2016). 

Georgia también ofrece solo un ejemplo de institucionalización parcial. Aunque se han 

mantenido durante casi 20 años en los niveles inferiores, las reformas no se han 

institucionalizado en un marco jurídico-racional en los niveles superiores, lo que las deja 

vulnerables si se forma un nuevo régimen con mayor tolerancia a la corrupción. 

 

Se requiere más evidencia empírica para extraer conclusiones firmes sobre si se debe priorizar 

la lucha contra la corrupción o la democratización en la reforma policial. Sin embargo, 

actualmente disponemos de pocos ejemplos empíricos de éxito, basados en cualquiera de los 

enfoques analizados. Mejorar la RPD requiere una mejor comprensión de las condiciones 

políticas que propician la RPD, tanto parcial como total, y cómo estas condiciones pueden 

generarse, con el respaldo de múltiples ejemplos empíricos y sólidos marcos comparativos. 

Este documento proporciona un marco comparativo inicial para ayudar a explicar los 

principales factores que afectan la actuación policial y la reforma policial en contextos de baja 

capacidad estatal, autoritarios y neopatrimoniales. También sugiere que la RPD puede 

depender del aumento de la capacidad estatal y de las élites políticas con la inclinación y la 

capacidad para combatir la corrupción, basándose en el caso de Georgia. Georgia, junto con 

Singapur y Hong Kong, ofrece ejemplos empíricos de reformas rápidas, a gran escala y 

sostenidas en contextos no democráticos o híbridos (y, en el caso de Georgia, en uno de baja 

capacidad estatal). Si bien estos casos son escasos, son más numerosos que los basados en 

otros modelos. Un desafío adicional es determinar cómo se pueden incorporar las 

contribuciones de estos países para producir reformas efectivas y sostenibles a gran escala. 
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